
PRESENTACIÓN 

Pablo Ortúzar M.1 

Esta es la primera traducción al castellano de la edición definitiva de El federa-

lista, la “Gideon edition” de 1818, que contiene las correcciones posteriores de 

sus tres autores a los artículos originales, aparecidos bajo apremiantes circuns-

tancias entre 1787 y 1788. Eso, por sí solo, justificaba su publicación, a pesar 

de que existieran dos traducciones anteriores a nuestro idioma2 de la edición 

original publicada en dos volúmenes entre 1787 y 1788 (“McLean edition”).  

Sin embargo, esta novedad no es capaz de promover por sí misma la lectura 

de esta extensa colección de artículos, aparecidos en diarios de otro país hace 

230 años. Lo que nos llevó a tomar la decisión de embarcarnos en este largo 

viaje fueron las ganas de transmitir a los lectores chilenos el desafío intelectual 

y político que Hamilton, Madison y Jay presentaron a sus conciudadanos en 

un lenguaje simple, directo y persuasivo. El federalista es, entre otras cosas, una 

proeza de la deliberación pública, un ejemplo de cómo debería llevarse adelante 

el debate entre ciudadanos de una misma nación que se tratan con respeto, más 

allá de sus a veces profundas diferencias. Y en tiempos en que nuestra sociedad 

vive un intenso proceso de democratización, que incluye la maduración de 

nuestra opinión pública, este modelo deliberativo nos ofrece muchas lecciones 

valiosas. Entre ellas, que el buen trato y la resistencia al recurso fácil del 

insulto y la descalificación fueron alguna vez el reflejo del ideal de ciudadanía 

democrática, ya que era el modo en que ciudadanos libres e iguales honraban 

su reconocimiento recíproco, en oposición a las sociedades estamentales o 

1	 Traductor del libro. Antropólogo social y Magíster en Análisis Sistémico Aplicado a la So-
ciedad (Universidad de Chile). Estudiante del doctorado en Política de la Universidad de 
Oxford. Investigador del IES. 

2	 Estas traducciones son la del Fondo de Cultura Económica de México, del año 1943 (traduc-
ción de Gustavo Velasco), y la de la editorial española AKAL, del 2015 (traducción de Daniel 
Blanch y Ramón Máiz). 
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monárquicas, donde los que estaban en una posición superior tenían el derecho 

a tratar de manera despectiva a los demás. Los buenos modales recíprocos 

como una forma de resistencia a las formas propias de quienes se sentían 

con el derecho a maltratar a otros. ¡Qué distinto sería nuestro debate público 

hoy si en vez de despreciarnos mutuamente como tiranuelos, nos tratáramos 

como conciudadanos, y si en vez de descalificar a las personas, discutiéramos 

razonadamente sus argumentos! 

Pero esta obra no sólo nos enseña sobre modales cívicos. El tema que tra-

ta, el constitucional, debe ser, al mismo tiempo, uno de los más importantes y 

uno de los peor comprendidos por nuestra opinión pública, que muchas veces 

lo aborda como una especie de disputa entre ideales abstractos sobre el orden 

social. Pero ¿qué son las constituciones? ¿Para qué sirven? ¿Cuál es la diferencia 

entre una república y una monarquía? ¿Los tres poderes del Estado republicano 

deben estar tajantemente separados, o equilibrados para evitar la dominación 

de uno sobre los demás? ¿Cómo someter al ejército al poder civil? ¿Sirve de 

algo declarar derechos en la Constitución, si no se proveen los medios para 

protegerlos? ¿Debe tener una o dos cámaras el Congreso? Estas y otras muchas 

preguntas son discutidas de manera inteligente a lo largo de El federalista, pu-

diendo uno estar de acuerdo o no con las soluciones propuestas por sus autores, 

pero difícilmente no aprender a pensar constitucionalmente en ese proceso. Así, 

este libro es también una escuela de pensamiento constitucional al alcance de 

cualquier ciudadano. 

Es bueno también destacar que no se trata de una obra exclusivamente 

para abogados. Muy por el contrario, sus artículos, publicados originalmen-

te en diarios de circulación pública, apelan al entendimiento de cualquier 

ciudadano. Su vocación es democrática. Y, por último, cabe decir que su lec-

tura nos recuerda que las instituciones en las que hoy estamos acostumbra-

dos a vivir no son naturales ni se defienden solas. Las repúblicas democráti-

cas, las libertades y derechos civiles garantizados, no eran lo común cuando 

este libro fue escrito, sino al revés. Y el brutal siglo xx nos demostró que, 

aunque ellas se hayan vuelto comunes, jamás pueden darse por seguras. El 

federalista nos permite salir de la ilusión de obviedad que recubre nuestras 
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instituciones, y observarlas, comprenderlas y valorarlas en toda su fragilidad 

e importancia. 

Luego de mostrar todos los bienes y virtudes que la lectura de El federalista 

es capaz de proveer, es importante abordar el desafío que supone para un lector 

chileno promedio enfrentar una obra tan extensa, a pesar de que su lenguaje no 

sea técnico ni alambicado. Al respecto, creo aconsejable aprovechar que ella está 

divida en ochenta y cinco artículos, y recorrerla con calma, leyendo entre uno 

y dos artículos diarios, reflexionando detenidamente sobre su contenido. Esto 

no exige destinarle más que media hora diaria a la obra, y permite completar su 

lectura en alrededor de tres meses. Esta estrategia de lectura me parece la más 

provechosa, y la que más le hace justicia a una obra que no fue originalmente 

escrita ni publicada de una sola vez, sino dada a conocer por partes, invitando al 

lector a reflexionar sobre cada una de ellas. Como motivación para emprender 

esta lectura no puedo dejar de recomendar, para las personas que disfrutan de 

este tipo de arte popular, el musical de Broadway “Hamilton” (2015) de Lin-

Manuel Miranda, que resulta, a pesar de algunas imprecisiones y licencias his-

tóricas, una excelente introducción al contexto en que aparece El federalista, a la 

vida de su principal autor, y a la gran epopeya de la independencia de los Esta-

dos Unidos. “Hamilton”, sin ir más lejos, fue la música de fondo que acompañó 

y, muchas veces, animó esta traducción. Por último, tampoco puedo dejar de 

recomendar, con el mismo fin introductorio y motivacional, la breve y excelente 

serie “John Adams” (2008), dirigida por Tom Hooper y transmitida por HBO. 

Adams es conocido como “el padre de la Constitución”, pues redactó casi por 

completo la Constitución del Estado de Massachusetts, aprobada en 1780, que 

sirvió de base para la Constitución federal. Esta serie cuenta su vida pública, sir-

viendo como una excelente introducción al escenario histórico de El federalista. 

Quien no se sienta todavía convencido de emprender esta larga explora-

ción puede tomar una especie de tour rápido por el texto, como los que algunas 

compañías ofrecen a los turistas que sólo cuentan con tiempo limitado para 

recorrer una ciudad. Los artículos más visitados son el 10 (sobre las facciones 

políticas) y el 51 (sobre los frenos y contrapesos del gobierno). A ellos se suman 

el 81 (sobre el poder judicial), el 78 (sobre la independencia del poder judicial) 
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y el 42 (sobre los poderes del Estado). Leerlos puede dar una idea de la profun-

didad y agudeza de la obra completa, pero no reemplaza ni por cerca la lectura 

del texto íntegro. Nadie puede dar por conocido París por haberse sacado unas 

fotos en la torre Eiffel y bajo el Arco del Triunfo. 

Finalmente, para el Instituto de Estudios de la Sociedad (IES) es un orgullo 

publicar un libro que refleja tan bien nuestra misión institucional, que es elevar 

la calidad del debate público para mejorar nuestra democracia y perfeccionar 

nuestra república, trabajando en el intersticio que existe entre la academia y la 

política. Sólo queda esperar que este esfuerzo rinda frutos. 

En cuanto a la traducción, todos los errores y horrores que pudieran ser 

detectados en las páginas sucesivas son de mi absoluta responsabilidad. En 

cambio, muchos de los aciertos se los debemos al trabajo meticuloso de quienes 

corrigieron el borrador original, especialmente a nuestra gran editora, María 

Josefina Poblete. Sólo puedo agradecerle de todo corazón a ellos y al IES, que 

confiaron en un proyecto shackeltoniano, tan extenso como incierto, y que hoy, 

tres años después de haber comenzado y conmigo trasplantado al otro lado del 

Atlántico, llega finalmente a buen puerto. 
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N°1
 INTRODUCCIÓN

(Alexander Hamilton, publicado en el Independent Journal el 27 de 
octubre de 1787)

Al Pueblo del Estado de Nueva York:

Luego de experimentar la total insuficiencia del Gobierno8 federal vigente, us-

tedes están llamados a deliberar respecto a una nueva Constitución para los Es-

tados Unidos de América. Este asunto es de una importancia evidente, ya que 

involucra en sus consecuencias nada menos que la existencia de la unión, la se-

guridad y prosperidad de las partes que la componen, y el destino de un imperio 

que es, en muchos sentidos, el más interesante del mundo. Se ha dicho con fre-

cuencia que parece haber sido asignado al pueblo de este país, por su conducta y 

ejemplaridad, el responder la importante pregunta de si las sociedades humanas 

son capaces de establecer un buen gobierno desde la reflexión y la voluntad, o 

si están destinadas para siempre a que sus constituciones políticas dependan de 

la fuerza y los accidentes. Si existe alguna verdad en esta afirmación, la crisis a 

la que hemos llegado ahora puede ser catalogada apropiadamente como el mo-

mento de decidir, sabiendo que una elección equivocada, por lo que ya hemos 

dicho, merecerá ser considerada como un infortunio para toda la humanidad. 

Esta idea debería añadir consideraciones filantrópicas a las patrióticas, in-

tensificando así la atención que todo hombre bueno y diligente debería poner 

en el evento. Será un hecho feliz si nuestra decisión es dirigida por una conside-

ración juiciosa de nuestros verdaderos intereses, no desviados ni distorsionados 

por asuntos ajenos al bien público. Pero esto es algo que es más fácil de desear 

8	 La traducción literal de “government” en castellano es “gobierno”, concepto que suele ser 
identificado con el poder ejecutivo. Pero en algunos casos, con “government”, Publius se re-
fiere a los tres poderes del Estado y, en esas ocasiones, se traducirá como “Estado”. (N. del T.)
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que de creer posible. El plan ofrecido a nuestra deliberación afecta demasia-

dos intereses particulares, modifica demasiadas instituciones locales, como 

para que no intervengan en su discusión una variedad de asuntos ajenos a sus 

méritos, además de puntos de vista, pasiones y prejuicios poco favorables a la 

búsqueda de la verdad. 

Dentro de los más formidables obstáculos que la nueva Constitución en-

contrará, puede anticiparse el interés obvio de cierto grupo de hombres de cada 

Estado en resistir todo cambio que pudiera conllevar una disminución del po-

der, las remuneraciones o la importancia de los cargos que ostentan en las ins-

tituciones públicas, además de la ambición perversa de otro grupo de hombres, 

que buscarán engrandecerse gracias a la confusión reinante en el país, o que 

deleitarán con la expectativa de obtener mejores oportunidades de ascenso de 

la subdivisión del imperio en una serie de confederaciones parciales, antes que 

de su unión bajo un solo Gobierno. 

No es mi intención, sin embargo, dedicarme a observaciones de este tipo. 

Entiendo bien que sería deshonesto explicar todos los desacuerdos entre grupos 

de seres humanos como si estuvieran motivados por intereses o ambiciones, 

simplemente porque su situación los pudiera volver sospechosos. La sinceridad 

debe obligarnos a reconocer que incluso esos hombres pueden actuar por razo-

nes rectas, y no puede dudarse de que mucha de la oposición que ha surgido, y 

la que podría surgir, brotará de fuentes inocentes, si es que no respetables: los 

errores honestos de mentes despistadas por miedos y preocupaciones nacidas 

del prejuicio. Tan numerosas y poderosas son las causas que introducen sesgos 

equivocados en el juicio, que en muchas ocasiones hemos visto hombres sabios 

y buenos tomar posturas tanto correctas como equivocadas respecto a pregun-

tas de importancia fundamental para la sociedad. Este hecho, si es tomado en 

serio, entregaría una lección de moderación a aquellos que siempre están con-

vencidos de estar en lo correcto en cualquier controversia. Y otra razón para ser 

cautos en estos asuntos se deriva de que no podemos estar siempre seguros de 

que aquellos que defienden la verdad lo hagan influenciados por principios más 

puros que sus antagonistas. Ambición, avaricia, enemistad personal, oposición 

partisana, y muchos otros motivos igual de poco admirables, operan tanto en 
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los defensores como en los detractores de la respuesta correcta a un determi-

nado asunto. Incluso sin estas causas para la moderación, nada podría ser más 

insensato que el espíritu intolerante que, en todos los tiempos, ha caracterizado 

a los partidos políticos. Porque en la política, así como en la religión, es igual-

mente absurdo buscar el favor de otros mediante el fuego y la espada. Las here-

jías, en ambos casos, rara vez son curadas mediante la persecución.

Lamentablemente, por justos que estos sentimientos parezcan a los hom-

bres honestos, tenemos ya suficientes indicios de que tales persecuciones se 

darán a propósito de este asunto, tal como ha ocurrido en todos los grandes 

debates nacionales. Un torrente de rabiosas y malignas pasiones será liberado. A 

juzgar por la conducta de los partidos opuestos, podríamos concluir que ambos 

esperan evidenciar la justicia de sus opiniones y aumentar su número de parti-

darios mediante la estridencia de sus declaraciones o lo amargo de sus insultos. 

El razonable entusiasmo por una mayor energía y eficiencia del Gobierno será 

estigmatizado como nacido del ansia de poder y como hostil a los principios de 

la libertad. La escrupulosa y hasta exagerada preocupación por las amenazas a 

los derechos del pueblo, cuyo origen suele ser más la cabeza que el corazón, será 

presentada como mera simulación y artificio, como un viejo truco usado para 

ganar popularidad a expensas del bien público. Será olvidado, por un lado, que 

los celos suelen acompañar a los amores violentos, y que el noble entusiasmo 

por la libertad se infecta fácilmente con un espíritu de desconfianza estrecho y 

poco liberal. Será igualmente olvidado, por otro lado, que un Gobierno vigo-

roso es esencial para asegurar la libertad, y que un juicio informado y sensato 

jamás pretendería que ambas cosas pudieran darse por separado. Y también 

que las ambiciones peligrosas muchas veces se esconden detrás de la engañosa 

máscara de la preocupación por los derechos del pueblo, antes que tras la inti-

midante apariencia de la preocupación por la firmeza y eficiencia del Estado. La 

historia nos enseña que el primer camino ha mostrado ser mucho más eficiente 

en la introducción del despotismo que el segundo, y que la mayoría de aquellos 

hombres que han destruido las libertades de alguna república han iniciado su 

carrera adulando al pueblo, comenzando como demagogos y terminando como 

tiranos. 
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Con las observaciones anteriores he buscado, conciudadanos, ponerlos en 

guardia contra los intentos, del lado que vengan, de influenciar su decisión en 

asuntos de la mayor importancia para nuestro bienestar por cualquier medio 

distinto al resultado de la evidencia de la verdad. Al mismo tiempo, ustedes 

deben haber percibido que ellas proceden de una fuente favorable a la nueva 

Constitución. Así es, compatriotas. Confieso que, luego de estudiarla atenta-

mente, soy de la opinión de que conviene a ustedes aceptarla. Estoy convencido 

de que este es el camino más seguro para su libertad, su dignidad y su felici-

dad. No les mostraré dudas que no tengo. No los distraeré con la apariencia de 

una deliberación, cuando yo ya he decidido. Con sinceridad les presento mis 

convicciones y expondré libremente ante ustedes las razones que las sostienen. 

La conciencia de la buena intención hace innecesaria la ambigüedad. Sin em-

bargo, no multiplicaré los alegatos en este sentido. Mis motivos permanecerán 

ocultos en mi corazón, pero mis argumentos estarán abiertos a todos y podrán 

ser juzgados por todos. Ellos serán, al menos, ofrecidos con un ánimo que no 

deshonrará la causa de la verdad. 

Me propongo discutir, en una serie de artículos, los siguientes asuntos de 

interés: la utilidad de la unión para la prosperidad política. La insuficiencia 

de la actual confederación para preservar esa Unión. La necesidad de un Es-

tado al menos igualmente fuerte que el propuesto, para lograr ese objetivo. La 

conformidad de la propuesta constitucional con los verdaderos principios del 

Gobierno republicano. Su adecuación respecto a las constituciones de los esta-

dos locales. Y, finalmente, la seguridad adicional que su adopción otorgará a la 

preservación de ese tipo de gobierno, de la libertad y de la propiedad.

En el transcurso de esta discusión, trataré de dar respuestas satisfactorias a 

todas las objeciones que puedan aparecer y que parezcan merecer alguna atención. 

Quizás podría considerarse irrelevante ofrecer argumentos a favor de la 

unión, un asunto que, sin duda, se encuentra grabado en los corazones de la 

gran mayoría de las personas en cada uno de los estados, y que podría pensarse 

que no tiene adversarios. Pero el hecho es que ya hemos escuchado susurros 

en los círculos privados de los opositores a la nueva Constitución afirmando 

que los trece estados son demasiado grandes para que cualquier sistema general 
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funcione, y que tendremos, por necesidad, que separar confederaciones de 

distintas partes del todo9. Esta doctrina, muy probablemente, será propagada en 

forma gradual hasta que cuente con suficientes votos como para que su defensa 

abierta resulte admisible. Pues nada puede ser más evidente, para aquellos 

capaces de mirar el asunto en perspectiva, que la disyuntiva entre la Constitución 

o el desmembramiento de la Unión. Es por ello que resulta esencial examinar 

las ventajas particulares de esa Unión, sus defectos y los probables peligros a los 

que cada Estado se expone con su disolución. Y eso es lo que haremos. 

Publius

N°2
SOBRE LOS PELIGROS DE LAS FUERZAS E INFLUENCIAS EXTERNAS

(John Jay, publicado en el Independent Journal el 31 de octubre de 1787)

Cuando el pueblo de América10 reflexione sobre la enorme importancia de la 

pregunta hoy sometida a su deliberación, la necesidad de comprender dicha 

pregunta en toda su profundidad se hará evidente. 

Nada es más cierto que la indispensable necesidad de tener un Gobierno. 

Y es igualmente innegable que su institución, como sea y cuando sea, exige a 

las personas ceder parte de sus derechos naturales, con el fin de investirlo con 

los poderes necesarios. Vale la pena considerar, entonces, si va en el interés 

del pueblo americano el entenderse, para cualquier propósito, como una sola 

nación, bajo un Gobierno federal, en vez de dividirse en una serie de confede-

raciones separadas y dar a la cabeza de cada una de ellas el tipo de poder que 

se le aconseja depositar en un Gobierno nacional. 

9	 Esta misma idea, rastreando los argumentos a sus consecuencias, es defendida en muchas de 
las últimas publicaciones en contra de la nueva Constitución (nota de Alexander Hamilton 
para la edición de 1810). 

10	 “América” y “americano” son utilizados aquí y la mayor parte del texto para designar, respec-
tivamente, el territorio de Estados Unidos y su gentilicio, y no como referencia a todo el con-
tinente americano. También, en los casos en que corresponda, usaremos “Estados Unidos” y 
“estadounidense”. (N. del T.)
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plenamente, en cada sentido racional del concepto, a la idea de un Gobierno 

federal. 

En la confederación licia, que consistió de 23 ciudades o repúblicas, las más 

grandes tenían derecho a tres votos en el Consejo Común, mientras que las me-

dianas tenían derecho a dos y las pequeñas a uno. El Consejo Común nombraba 

a todos los jueces y magistrados de las respectivas ciudades, y esta era sin duda 

la forma de intromisión más delicada en sus asuntos internos, pues si es que 

existe algo que sea particularmente apropiado para estar en manos de las juris-

dicciones locales, eso debería ser la designación de sus propios funcionarios. Sin 

embargo, cuando Montesquieu habla de esta organización, dice: “si yo pudiera 

ofrecer un modelo de una confederación excelente, ese sería el de Licia”. De tal 

modo, podemos percibir que este brillante escritor jamás pensó en las distin-

ciones en las que se insistía más arriba, por lo que podemos concluir que ellas 

no se tratan más que de refinamientos contemporáneos de una teoría errada. 

Publius

 

N°10
CONTINUACIÓN DEL MISMO ASUNTO

(James Madison, publicado en el New York Packet el 23 de noviembre de 

1787)

Entre las numerosas ventajas que ofrece una Unión bien constituida, ninguna 

merece más atención y desarrollo que su tendencia a romper y controlar la 

violencia facciosa. El amigo de los gobiernos populares nunca teme por su 

carácter y destino con mayor intensidad que cuando contempla su propensión 

a este peligroso vicio. No dudará, por tanto, en valorar cualquier plan que, sin 

violar los principios a los que adscribe, sea un remedio para este mal. La ines-

tabilidad, la injusticia y la confusión introducida en las asambleas populares 

han sido la enfermedad mortal que en todas partes ha llevado a la tumba a los 

gobiernos populares, además de ser la fuente favorita y generosa desde la cual 

los enemigos de la libertad derivan sus alegatos más engañosos. Las valiosas 
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mejoras introducidas por las constituciones estadounidenses respecto de los 

modelos populares, antiguos y modernos nunca dejarán de merecer admira-

ción. Sin embargo, sería de una parcialidad injustificable afirmar que ellas han 

rehuido el peligro que discutimos del modo en que se deseaba y esperaba que 

lo hicieran. Cunden las quejas respecto a la excesiva inestabilidad de nuestro 

Gobierno por parte de los ciudadanos más virtuosos y dignos de considera-

ción, tan amigos de la buena fe pública y privada como de la libertad pública 

y personal. También alegan que el bien público es dejado de lado en los con-

flictos entre partidos rivales y que las medidas son demasiado frecuentemente 

decididas no de acuerdo a las reglas de la justicia y los derechos de las minorías, 

sino por la fuerza superior de una mayoría interesada y arrolladora. Y por más 

que quisiéramos que estas quejas no tuvieran fundamento, la evidencia en-

tregada por hechos públicos y notorios nos obliga a reconocerles un grado de 

verdad. Si revisamos con honestidad nuestra situación encontraremos que al-

gunos de los problemas que nos aquejan han sido erróneamente atribuidos al 

Gobierno. Pero de igual manera notaremos que las demás causas identificadas 

son insuficientes, por sí solas, para explicar muchos de nuestros infortunios 

más severos, especialmente la constante y creciente desconfianza respecto a los 

compromisos públicos y el temor por los derechos privados, que resuena de un 

extremo del continente al otro. Estos problemas deben ser en mayor medida, si 

es que no por completo, atribuidos al desequilibrio y la injusticia con los cuales 

un espíritu faccioso ha contaminado nuestra administración pública. 

Por facción entiendo un conjunto de ciudadanos que, siendo mayoría o mi-

noría, se encuentran unidos y actúan por algún impulso, pasión o interés común 

que se encuentra en conflicto con los derechos de otros ciudadanos o con el inte-

rés permanente y colectivo de la comunidad.

Hay dos maneras de evitar los males de las facciones: una es suprimir sus 

causas y la otra es controlar sus efectos.  

Hay, de nuevo, dos formas de suprimir las causas de la facción. La prime-

ra es destruir la libertad que es esencial para su existencia. La segunda es dar 

a cada ciudadano las mismas opiniones, las mismas pasiones y los mismos 

intereses. 
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En el primer caso podemos afirmar con total certeza que el remedio es peor 

que la enfermedad. La libertad es a la facción como el oxígeno al fuego: un ali-

mento sin el cual se extingue rápidamente. Pero no es menos delirante abolir la 

libertad, que es esencial para la vida política, porque ella alimenta a la facción, 

que desear acabar con el oxígeno, esencial para la vida animal, porque alimenta 

al destructivo fuego. 

La segunda idea sería impracticable en la misma medida en que la primera 

es poco razonable. Mientras la razón del ser humano continúe siendo falible y 

éste se encuentre en libertad para utilizarla, surgirán diferentes opiniones. Mien-

tras permanezca el vínculo entre su razón y su amor propio, sus opiniones y 

sus pasiones ejercerán una influencia recíproca entre sí, y las primeras serán el 

objeto a las que las segundas se adherirán. La diversidad de facultades humanas, 

desde la que manan los derechos de propiedad, es también un obstáculo insu-

perable para la uniformidad de intereses. La protección de estas facultades es 

el primer objetivo de un Gobierno. La posesión de diferentes grados y tipos de 

propiedad resulta inmediatamente de la protección de diferentes y desiguales 

facultades para adquirir la propiedad. Y producto de la influencia de este resul-

tado en los sentimientos y en los puntos de vista de los respectivos propietarios, 

resulta asegurada una división de la sociedad en distintos intereses y partidos. 

Las causas latentes de las facciones están, así, inscritas en la naturaleza del 

hombre; y las podemos ver en operación en distintos grados de actividad, depen-

diendo de las circunstancias. El celo en la defensa de diferentes opiniones relati-

vas a la religión, al Gobierno y a muchos otros asuntos, abstractos o prácticos; el 

apego a diferentes líderes que se disputan con ambición el poder y el prestigio o 

a personas de otro tipo cuyos destinos resulten interesantes a las pasiones huma-

nas, todas estas cosas han tenido como resultado la división de la humanidad en 

partidos, la han llenado de animosidades mutuas y la han vuelto más dispuesta 

a irritarse y oprimirse entre sí que a cooperar para su bien común. Tan fuerte 

es esta propensión humana a la animadversión que cuando no se encuentran 

razones de peso han bastado las diferencias más frívolas y rebuscadas para libe-

rar sus pasiones más inamistosas y generar los conflictos más violentos. Pero la 

fuente más común y duradera para el nacimiento de facciones ha sido la variada 
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y desigual distribución de la propiedad. Aquellos que tienen y aquellos que 

no tienen propiedad siempre han formado grupos de interés distintos en una 

sociedad. Aquellos que prestan y aquellos que adeudan se encuentran en la 

misma situación. Los intereses de la tierra, las manufacturas, el comercio, el 

capital monetario y muchos otros más pequeños emergen necesariamente en 

las naciones civilizadas y las dividen en distintas clases que actúan movidas 

por sentimientos y puntos de vista diferentes. La regulación de esta gran va-

riedad de intereses en pugna constituye el principal desafío de la legislación 

moderna e involucra el espíritu de partido y de facción en las operaciones 

regulares y necesarias del Gobierno. 

Ningún hombre debe ser juez de su propia causa porque su interés, sin duda, 

introduciría un sesgo en su juicio y, no muy improbablemente, corrompería su 

integridad. Con igual o mayor razón un grupo de hombres no puede ser a la vez 

juez y parte, pero ¿qué son la mayoría de los actos legislativos más importantes 

sino determinaciones judiciales relativas no a derechos de personas individuales 

sino a los derechos de grandes cuerpos ciudadanos? ¿Y qué son las diferentes cla-

ses de legisladores sino litigantes y partes en las causas respecto a las que deciden? 

Si surge una propuesta de ley sobre las deudas privadas, los acreedores tomarán 

partido por una postura respecto a ella y los deudores por otra. La justicia debe 

mantener un balance entre ambas posturas. Sin embargo, serán, y deben ser, los 

partidos mismos los jueces de la causa. Y el partido más numeroso o, en otras pa-

labras, la facción más poderosa, probablemente decidirá el asunto. La pregunta 

respecto a si las manufacturas nacionales deben ser estimuladas, y en qué medi-

da, mediante la restricción de la importación de manufacturas extranjeras, será 

respondida de maneras diferentes por parte de terratenientes e industriales, sin 

que sea muy probable que cualquiera de dichas respuestas tenga como fuente 

exclusiva la justicia y el bien público. La distribución de los impuestos entre los 

distintos tipos de propiedad es un acto que parece requerir de la mayor y más 

exacta imparcialidad y, sin embargo, quizás no exista un acto legislativo que ge-

nere mayores tentaciones y oportunidades al partido predominante para atro-

pellar el imperio de la justicia. Cada centavo con que sobrecargue a la minoría es 

un centavo ahorrado de sus propios bolsillos. 
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Es inútil señalar que hombres de Estado ilustrados serán capaces de ajus-

tar estos intereses en pugna y someterlos al bien público. Los hombres de 

Estado ilustrados no estarán siempre a cargo. Además, no existe, en muchos 

casos, la posibilidad de realizar tal ajuste sin tomar en cuenta consideraciones 

indirectas y remotas, que raramente podrán prevalecer contra los intereses 

inmediatos que un bando tenga para atropellar los derechos de otros o el bien 

de todos. 

Así, podemos inferir que las causas de las facciones no pueden ser re-

movidas, por lo que el único remedio respecto a ellas reside en controlar sus 

efectos. 

Si una facción es menos que la mayoría, el remedio viene dado por el 

principio republicano que permite a la mayoría derrotar sus siniestros puntos 

de vista mediante votación regular. La facción podrá entorpecer a la adminis-

tración y convulsionar la sociedad, pero no podrá enmascarar ni ejecutar su 

violencia bajo el alero de la Constitución. Por otro lado, cuando la mayoría 

es facciosa, la forma del Gobierno popular le permite sacrificar a su pasión o 

interés dominante, tanto el bien público como los derechos de otros ciuda-

danos. Cómo proteger el bien público y los derechos privados del peligro de 

este tipo de facciones y al mismo tiempo preservar el espíritu y la forma del 

Gobierno popular es, entonces, la gran pregunta a la que nuestra reflexión 

debe dirigirse. Debo agregar que este es el gran asunto que, por sí mismo, de-

termina si es que esta forma de gobierno puede ser rescatada del oprobio en el 

que ha estado hundida por tanto tiempo y ser recomendada para ser estimada 

y adoptada por toda la humanidad. 

¿Cuáles son los medios para lograr este fin? Resulta evidente que debe 

optarse entre dos alternativas. O bien tratar de evitar que la misma pasión 

o interés prevalezca en un mismo momento dentro de la mayoría; o bien 

hacer que la mayoría que manifieste dicho interés o pasión sea, por su nú-

mero o por su situación local, incapaz de acordar y llevar a efecto esquemas 

opresivos. Si permitimos que el impulso y la oportunidad coincidan podemos 

tener la certeza de que ni las limitaciones morales ni las religiosas resultarán 

confiables como controles adecuados. Ellas difícilmente tienen esa capacidad 



HAMILTON, MADISON Y JAY IES • 83

respecto a la injusticia y la violencia de los individuos, y pierden su eficacia 

en proporción directa al número de personas reunidas. Es decir, en la misma 

proporción en que su eficacia se vuelve más necesaria. 

Desde este punto de vista puede concluirse que una democracia pura, 

con lo que me refiero a una sociedad constituida por un pequeño número 

de ciudadanos que administran personalmente el Gobierno mediante una 

asamblea, no tiene remedios para los desvaríos de una facción. Una pasión 

o un interés común se apoderarán, en casi todos los casos, de la mayoría por 

medio de un proceso de comunicación y agrupamiento que resulta propio de 

esta forma de gobierno. Y nada podrá contrapesar los llamados a sacrificar 

al partido más débil o a los individuos que sean considerados despreciables. 

Por esto resulta que dichas democracias siempre han sido espectáculos de 

turbulencia y enfrentamiento; siempre han sido tenidas como incompatibles 

con la seguridad personal y los derechos de propiedad; y han sido, en general, 

tan breves sus vidas como violentas sus muertes. Los teóricos políticos que 

han promovido estos tipos de gobierno han supuesto erróneamente que al 

someter a la humanidad a una perfecta igualdad en sus derechos políticos es 

posible, al mismo tiempo, igualarla y asimilarla en sus posesiones, opiniones 

y pasiones. 

Una república, por lo que entiendo un Gobierno en el cual el esquema de 

representación tiene lugar, abre posibilidades diferentes y promete remedio 

a la enfermedad que estamos buscando. Examinemos en qué se diferencia de 

la democracia pura y entonces comprenderemos tanto la naturaleza de este 

remedio como la eficacia que podría tener en el contexto de la Unión. 

Los dos grandes puntos de diferencia entre una democracia y una repú-

blica son, en primer lugar, la delegación del Gobierno, en el caso de la repúbli-

ca, a un número pequeño de ciudadanos elegidos por los demás. En segundo 

lugar, el gran número de ciudadanos y la mayor extensión territorial que di-

cho sistema puede abarcar. 

El efecto de la primera diferencia es, por un lado, refinar y ampliar la 

opinión pública a través de la mediación de un cuerpo electo de ciudadanos 

cuya sabiduría pueda discernir mejor los intereses del país y cuyo patriotismo 
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y amor por la justicia sea menos fácilmente sacrificable antes consideraciones 

parciales o circunstanciales. Bajo tal regulación es más probable que la voz 

pública, manifestada por los representantes del pueblo, sea más consonante 

con el bien público que si fuera expresada por el pueblo mismo convocado 

con ese fin. Por otro lado, el efecto podría ser el inverso. Hombres de tempe-

ramentos facciosos, cargados de prejuicios locales u otros intereses siniestros, 

podrían mediante la intriga, la corrupción u otros medios obtener primero 

los votos del pueblo y luego traicionar sus intereses. La pregunta que resulta 

de esta consideración es si son mejores las repúblicas pequeñas o las grandes 

en función de elegir guardianes apropiados para el bien público. Y resulta 

claro que son mejores estas últimas, principalmente por dos razones. 

En primer lugar, debe resaltarse que, por muy pequeña que sea la repúbli-

ca, los representantes deben ser lo suficientemente numerosos como para res-

guardarse de las maquinaciones de unos pocos, al tiempo que deben ser lo sufi-

cientemente pocos como para evitar las confusiones de una multitud. Así, como 

en ambos casos el número de representantes no se encuentra en proporción al 

del número de representados, y es proporcionalmente mayor en el caso de las 

repúblicas pequeñas, se sigue que si la proporción de personas idóneas para la 

representación no es menor en las repúblicas grandes que en las pequeñas, las 

primeras presentarán mayores opciones, por lo que dichas repúblicas tendrán 

una mayor probabilidad de hacer una selección adecuada. 

En segundo lugar, como cada representante será seleccionado por un nú-

mero mayor de ciudadanos en las repúblicas de mayor tamaño, será más difícil 

para los candidatos de poco mérito practicar con éxito las artes viciosas por las 

que las elecciones son muchas veces ganadas. Y como el sufragio de las personas 

será más libre, tendrá más posibilidades de concentrarse en las personas de ma-

yor mérito y de reputación más amplia y sólida. 

Hay que señalar, eso sí, que en esto, como en la mayoría de los demás casos, 

hay un término medio que se encuentra flanqueado a ambos lados por incon-

venientes. Al hacer crecer en exceso el número de electores, el representante 

se vuelve demasiado poco familiarizado con las circunstancias locales y a sus 

intereses menores. Al reducir demasiado el número de electores, en cambio, el 
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representante queda excesivamente atado a estos, y en muy malas condiciones 

como para comprender y perseguir grandes objetivos nacionales. La Consti-

tución federal hace una combinación virtuosa en este asunto: deja los grandes 

intereses colectivos referidos al poder legislativo nacional, mientras que los in-

tereses locales y particulares quedan en manos de los poderes legislativos esta-

tales26. 

La otra diferencia entre una república y una democracia es que es mucho 

mayor la cantidad de personas y la extensión de territorio que pueden ponerse 

bajo un Gobierno republicano que bajo uno democrático. Y este es el factor que 

hace mucho menos temibles las combinaciones facciosas en el caso de los pri-

meros que en el de los segundos. Cuanto más pequeña sea una sociedad es más 

probable que exista un menor número de intereses y partidos en su interior; y 

mientras esto sea así, será más frecuente que la mayoría pertenezca al mismo 

partido. Dicha mayoría, a su vez, estará formada por un número pequeño de 

personas que se mueven en los mismos círculos, lo que, finalmente, hará más 

fácil para ellos ejecutar planes opresivos. Al extender la esfera de representación 

se extiende la variedad de intereses y de partidos, lo que hace más improbable 

que una mayoría tenga una causa común para invadir los derechos de otros 

ciudadanos. Y si tal motivo llegase a existir, le será más difícil a quienes lo com-

parten el descubrir su propia fuerza y coordinarse entre sí. Además de otros 

impedimentos, hay que destacar que cuando se actúa en conciencia con fines 

injustos o indignos, la comunicación es siempre limitada por la desconfianza, 

la que es proporcional al número de personas necesarias para llevar adelante 

dicho fin. 

De este modo, parece claro que la misma ventaja que una república tie-

ne sobre una democracia en controlar los efectos de las facciones, la tiene una 

república grande sobre una pequeña. Y la posee también la Unión respecto a 

los estados que la componen. ¿Consiste esta ventaja en proveer representantes 

cuya visión ilustrada y sentimientos virtuosos los ponen por sobre los prejui-

cios locales y los esquemas injustos? No se puede negar que los representantes 

26	 En adelante, se traducirá “state legislature” indistintamente como “poder legislativo estatal” o 
“legislativo estatal”. (N. del T.)
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de la Unión tienen más posibilidades de contar con estos valiosos requisitos. 

¿Consiste esta ventaja en la mayor seguridad brindada por la existencia de un 

gran número de partidos respecto a la posibilidad de que uno de ellos sea capaz 

de superar en número y oprimir a los demás? En la misma medida en que au-

menta la cantidad y variedad de los partidos comprendidos dentro de la Unión, 

crece esta seguridad. ¿Consiste esta ventaja, finalmente, en mayores obstáculos 

para la convergencia y despliegue de los deseos secretos de una mayoría injusta 

e interesada? En este asunto, de nuevo, la extensión de la Unión nos da una 

evidente ventaja. 

La influencia de líderes facciosos puede encender una llama en sus estados 

particulares, pero será incapaz de extender un conflicto general a los demás 

estados. Una secta religiosa puede degenerar en una facción política en alguna 

parte de la confederación, pero la gran cantidad de sectas dispersas por todo el 

territorio deberían preservar a las asambleas nacionales de cualquier peligro 

de esa especie. Una revuelta en favor del papel moneda, de la abolición de las 

deudas, de una igual división de la propiedad o cualquier otro proyecto torcido 

será menos capaz de permear el cuerpo completo de la Unión que un miembro 

particular de ella, siendo en la misma proporción más fácil que dicha enferme-

dad contagie a un condado o distrito particular que a un Estado completo. 

En la extensión y la apropiada estructura de la Unión, entonces, encontra-

mos los remedios apropiados para las enfermedades más recurrentes en los go-

biernos republicanos. Y, en concordancia con el placer y el orgullo que sentimos 

por ser republicanos, mayor debe ser nuestro esfuerzo por encarnar el espíritu 

y apoyar el carácter del federalismo. 

Publius 
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que la división no sería menos dañina para la economía que para la tranquili-

dad, el comercio, las rentas públicas y la libertad de cada país. 

Publius 

N°14
 RESPUESTA A UNA OBJECIÓN RESPECTO AL TAMAÑO DEL PAÍS 

(James Madison, publicado en el New York Packet el 30 de noviembre de 

1787)

Hemos establecido la necesidad de la Unión como una defensa contra los pe-

ligros externos, como la conservadora de la paz entre nosotros, como la guar-

diana de nuestro comercio y de otros intereses comunes, como la única opción 

sustitutiva de aquellas organizaciones militares que han destruido las libertades 

en el viejo mundo y como el antídoto a la enfermedad de las facciones que ha 

sido fatal para otros gobiernos populares y cuyos síntomas alarmantes ya se han 

manifestado entre nosotros. Todo lo que nos resta en lo relativo a estos asuntos 

es hacernos cargo de una objeción relativa a la gran extensión que adquiere el 

país gobernado por la Unión. Unas cuantas observaciones sobre este asunto son 

necesarias, pues hemos visto que los adversarios de la nueva Constitución se 

han valido de un prejuicio muy generalizado relativo a las posibilidades prácti-

cas de una administración republicana, supliendo con dificultades imaginarias 

la ausencia de objeciones sólidas que con tanto empeño han buscado. 

El error de limitar los gobiernos republicanos a pequeños territorios ha 

sido demostrado y refutado en los artículos anteriores. Sólo quiero destacar que 

este error parece emanar y prevalecer debido a una confusión entre república 

y democracia que termina tratando de aplicar a la primera los criterios de la 

segunda. La diferencia entre estas formas de gobierno ya ha sido explicada. En 

una democracia las personas se reúnen y ejercen el gobierno personalmente; en 

una república, lo conforman y administran mediante agentes y representantes. 

Una democracia, por lo tanto, sólo puede existir en pequeña escala. Una repú-

blica, en cambio, puede extenderse a una gran región. 
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A esta fuente accidental de equivocación puede agregarse el artificio de 

algunos celebrados autores cuyos escritos han tenido una gran influencia en la 

formación del sentido común político moderno. Siendo súbditos de una mo-

narquía absoluta o limitada, ellos se dedicaron a resaltar las ventajas y relati-

vizar los males de esas formas de gobierno mediante su comparación con los 

defectos de las repúblicas, de las cuales usaron como modelo a las turbulentas 

democracias de la antigua Grecia y de la Italia moderna. Gracias a la confusión 

conceptual les resultó fácil transferir a la república observaciones cuya validez 

se limita a la democracia. Entre ellas, aquella relativa a que no puede ser apli-

cada más que a un número pequeño de personas que habiten en un territorio 

igualmente pequeño. 

Dicha falacia puede haber sido advertida con menos facilidad debido a que 

la mayoría de los gobiernos populares de la antigüedad eran del tipo demo-

crático. E incluso en la Europa moderna, a la que le debemos el gran principio 

de representación, no existen ejemplos de un Gobierno enteramente popular y 

sustentado, al mismo tiempo, sólo en ese principio. Si Europa tiene el mérito 

de haber desarrollado este gran poder mecánico para el Gobierno, mediante 

el cual puede concentrarse la voluntad del mayor de los cuerpos políticos, y 

dirigir su fuerza hacia cualquier objetivo requerido por el bien público, Estados 

Unidos puede reclamar el mérito de haberlo hecho el fundamento de varias 

repúblicas extensas y de carácter no mixto. Sólo puede lamentarse que alguno 

de sus ciudadanos quiera privarnos del mérito adicional de extender al máxi-

mo su eficacia gracias al establecimiento del sistema comprensivo que ahora se 

encuentra en discusión. 

El límite natural de una democracia es la distancia a la que se encuentran 

sus ciudadanos del lugar de reunión, que debe ser tal que permita a quienes 

viven más lejos poder concurrir a la asamblea tan seguido como sus funciones 

públicas lo exijan, incluyendo en este cálculo sólo a quienes están autorizados 

para participar en dicha asamblea. Del mismo modo, el límite natural de una 

república es la distancia respecto al lugar de reunión, que debe permitir a los 

representantes del pueblo reunirse tan seguido como sea necesario para la ad-

ministración de los asuntos públicos. ¿Puede afirmarse que los límites de los 
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Estados Unidos exceden esta distancia? No pensarán así quienes recuerden que 

la costa atlántica es el lado más extenso de la Unión, que durante trece años los 

representantes de dichos estados han estado en asamblea casi continua y que los 

miembros de los estados más distantes no muestran mayores inasistencias que 

aquellos provenientes de los estados adyacentes al Congreso. 

Para formarnos una opinión más exacta sobre este asunto, fijemos nuestra 

atención en las reales dimensiones de la Unión. Sus límites, tal como quedaron 

fijados luego del tratado de paz, son: al este el Atlántico, al sur el paralelo 31, al 

oeste el Mississippi y al norte una línea irregular que fluctúa entre el paralelo 42 

y el 45. La parte sur del lago Erie, de hecho, está incluso al sur de dicha latitud. La 

distancia entre el paralelo 31 y el 45 alcanza las 973 millas comunes30. Desde el 

paralelo 31 al 42, la distancia es de 764,5 millas31. El promedio entre ambas dis-

tancias es de 868,75 millas32. La distancia promedio entre el Atlántico y el Missis-

sippi probablemente no excede las 750 millas33. Esta extensión nos hace razona-

blemente comparables con algunos países europeos. No es mucho mayor que la 

de Alemania, en la que una dieta nacional, en representación de todo el imperio, 

se encuentra en asamblea permanente. También se asemeja a Polonia antes de su 

reciente desmembramiento, donde otra dieta era depositaria del poder supremo. 

Sin considerar Francia y España, podemos ver que Gran Bretaña, siendo mucho 

más pequeña en extensión, exige a los representantes del extremo norte de la isla 

realizar un viaje hasta la asamblea nacional tan extenso como el que tienen que 

hacer los representantes de los extremos más remotos de la Unión. 

Y por favorable que este punto de vista resulte a nuestra posición, quedan 

observaciones por hacer que la volverán más satisfactoria todavía. 

En primer lugar, debemos recordar que el Gobierno general no será depo-

sitario de toda la potestad legislativa y administrativa. Su jurisdicción se limi-

tará a ciertos objetivos determinados concernientes a todos los miembros de 

la república y que no podrían alcanzarse mediante las disposiciones separadas 

30	 1565,89 kilómetros. (N. del T.)

31	 1230,34 kilómetros. (N. del T.)

32	 1398,12 kilómetros. (N. del T.)

33	 1207 kilómetros. (N. del T.)
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de cualquiera de ellos. Los gobiernos subordinados, que deciden sobre todos los 

demás asuntos y pueden, por lo tanto, abordarlos según les parezca convenien-

te, retienen así su adecuada autoridad y actividad. Si el plan de la Convención 

propusiera abolir los Gobiernos estatales locales, sus adversarios tendrían algún 

fundamento para sus objeciones. Sin embargo, no sería difícil demostrar que, si 

dichos gobiernos fueran abolidos, el gobierno general se vería al corto tiempo 

obligado por su propio instinto de preservación a reinstalarlos en sus jurisdiccio-

nes respectivas. 

Una segunda observación que es necesario hacer, es que el objetivo inmedia-

to de la Constitución federal es asegurar la unidad de los trece estados primitivos, 

unidad que sabemos es viable. Y, además, sumar a dicha unidad todos los estados 

que puedan surgir en su propio seno o en su vecindario, lo que sabemos que 

también es posible. Los arreglos necesarios relativos a esos ángulos y fracciones 

de nuestro territorio que surgen en su lado noroeste deben ser dejados en manos 

de aquellos cuya experiencia y descubrimientos futuros los ponga a la altura de 

tal tarea. 

Debe resaltarse, en tercer lugar, que los intercambios a lo largo de la unión se 

verán facilitados por nuevas mejoras. Los caminos serán en todas partes acorta-

dos y mantenidos en mejor estado, los servicios para el viajero se multiplicarán y 

mejorarán, y la navegación interna en nuestro extremo oriental abarcará casi toda 

la extensión de los trece estados. La comunicación entre los distritos del oeste y 

los del Atlántico, y entre sus puntos intermedios, se hará cada vez más fácil gracias 

a los numerosos canales con los cuales la naturaleza ha atravesado nuestro país y 

que exigen tan poco esfuerzo para ser conectados y completados. 

Una cuarta y todavía más importante consideración es que casi todo Estado 

será, por un lado u otro, fronterizo y, por lo tanto, será inducido, en función de 

su propia seguridad, a hacer ciertos sacrificios para la protección general. Así, los 

estados que se encontrarán en los extremos más alejados del corazón de la Unión 

y que, por este motivo, participarán en menor medida de sus beneficios regula-

res, serán aquellos que comparten fronteras con naciones extranjeras y que, por 

lo tanto, se verán, en ocasiones particulares, más necesitados de los recursos y la 

fuerza de la Unión. Puede que no sea lo más conveniente para Georgia o para 
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los estados que conforman nuestros bordes del oeste y del noroeste enviar a sus 

representantes a la sede gubernamental, pero sin duda es más conveniente eso que 

luchar solos contra un enemigo invasor o, incluso, que financiar por sí mismos 

los gastos defensivos que exige una vecindad peligrosa. Si para ellos resulta, en 

algunos aspectos, menos beneficiosa la Unión que para los estados menos dis-

tantes, encontrarán, en cambio, grandes beneficios en otros, lo que asegurará un 

apropiado equilibrio. 

Entrego a ustedes, conciudadanos, estas consideraciones con la confianza de 

que el buen sentido que tan a menudo ha caracterizado sus decisiones las so-

pesará en su justa medida y consecuencia. Y que ustedes jamás dejarán que las 

dificultades, por enormes que parezcan o por muy de moda que estén los errores 

que las produzcan, los conduzcan a la peligrosa y lamentable situación en la cual 

los promotores de la división los guiarían a ustedes. No escuchen esa voz artificial 

que les dice que las gentes de Estados Unidos, entrelazadas como están por tantas 

hebras de afecto, no pueden seguir viviendo juntas como miembros de una mis-

ma familia, no pueden seguir siendo los guardianes mutuos de su mutua felicidad 

y no pueden continuar siendo conciudadanos de un gran, respetable y floreciente 

imperio. No escuchen la voz que con petulancia les dice que la forma de gobierno 

que queremos adoptar es un experimento político, que ni siquiera se la encuentra 

en las teorías de los visionarios más radicales y que inútilmente intenta realizar 

algo que es imposible de lograr. No, mis compatriotas, cierren sus oídos a este len-

guaje blasfemo. Cierren su corazón al veneno que encierra. La sangre común que 

fluye por las venas de los ciudadanos estadounidenses, la sangre mezclada que 

han derramado en defensa de sus sagrados derechos, consagra su unión y hace 

horrorosa la perspectiva de convertirnos en extraños, rivales o enemigos. Y si es 

que hay que tener miedo a los experimentos, créanme que el más alocado de ellos, 

el más temerario de todos los proyectos, es hacernos pedazos con la intención de 

preservar nuestras libertades y promover nuestra felicidad. ¿Por qué, en cambio, 

habría de rechazarse el proyecto de una gran república sólo porque podría impli-

car algo nuevo? ¿No constituye acaso la gloria del pueblo estadounidense el que, a 

pesar de considerar con el debido respeto las ideas de otras épocas y naciones, no 

haya caído jamás en una veneración ciega de la antigüedad, de la costumbre o de 
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los apellidos hasta el punto de dejar de lado las sugerencias de su buen sentido, la 

conciencia de su propia situación y los consejos de su propia experiencia? A este 

viril espíritu nosotros le debemos la posesión, y el mundo el ejemplo, de numero-

sas innovaciones desplegadas en el suelo estadounidense en favor de los derechos 

privados y la felicidad pública. Si los jefes de la revolución no hubieran dado nin-

gún paso importante que no contase con precedentes conocidos, si no se hubiera 

establecido Gobierno alguno del que no se tuviera un modelo exacto, el pueblo 

de Estados Unidos podría contarse, en este momento, entre las víctimas melan-

cólicas de los malos consejos y, en el mejor de los casos, se encontraría trabajando 

bajo el peso de alguna de esas formas de gobierno que han aplastado las libertades 

del resto de la humanidad. Felizmente para Estados Unidos, y esperamos que para 

toda la humanidad, ellos siguieron un camino nuevo y más noble. Realizaron una 

revolución que no tiene paralelo en la historia humana. Diseñaron la fábrica de 

gobiernos que no responden a otros modelos existentes en el mundo. Crearon el 

diseño de una gran confederación que sus herederos son responsables de perpe-

tuar y de mejorar. Si su trabajo contiene imperfecciones, resultan sorprendentes 

por lo pocas que son. Si se equivocaron principalmente en la estructura de la 

Unión, fue porque era la tarea más difícil de todas. Y es justamente esta tarea la 

que ha sido modelada de nuevo por la Convención, y es respecto a esto que ahora 

deben ustedes deliberar y decidir. 

Publius 

N°15
SOBRE LOS DEFECTOS DE LA CONFEDERACIÓN ACTUAL RESPECTO 

AL PRINCIPIO DE LEGISLAR PARA LOS ESTADOS EN TANTO 
COLECTIVIDADES

(Alexander Hamilton, publicado en el Independent Journal el 1 de diciembre 

de 1787)

A lo largo de los artículos precedentes he buscado poner frente a ustedes, 

bajo una luz clara y convincente, la importancia de la Unión para nuestra 
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N°51
 CONTINUACIÓN DEL MISMO ASUNTO, DESDE LA MISMA PERS-

PECTIVA, Y CONCLUSIÓN

(James Madison, publicado en el Independent Journal el 6 de febrero de 1788)

¿Qué fórmula usaremos, entonces, para mantener en la práctica la necesaria 

separación de poderes que establece la Constitución? Sólo podemos responder 

que, dado que todas las precauciones externas se han mostrado inadecuadas, los 

defectos deben ser corregidos diseñando la estructura interna del Gobierno de 

manera tal que las relaciones entre sus distintas partes hagan que cada una se 

mantenga en su lugar. Sin pretender desarrollar por completo esta importante 

idea, trataré de exponer algunas observaciones generales que quizás la iluminen 

mejor y así nos permitan un juicio más certero de los principios y estructuras 

del sistema de gobierno diseñado por la Convención. 

Para establecer fundamentos sólidos para el ejercicio separado y distinto 

de los diferentes poderes del Estado que, hasta cierto punto, todos los sectores 

reconocen como esencial para la preservación de la libertad, es evidente que 

cada poder debe contar con una voluntad propia. Y, por lo tanto, deben estar 

constituidos de tal manera que los miembros de cada uno de ellos tengan la 

menor influencia posible en el nombramiento de los miembros de los demás. Si 

se pretende respetar estrictamente este principio, todos los nombramientos de 

los poderes ejecutivo, legislativo y judicial deben provenir de su fuente común 

de autoridad que es el pueblo, pero a través de canales que no se conecten entre 

sí. Esta forma de construcción institucional de los poderes probablemente sea 

más fácil de practicar en los hechos que lo que suena en la teoría. Algunas difi-

cultades y gastos adicionales, en todo caso, surgirán en el camino. Y, por tanto, 

algunas desviaciones respecto al principio deberán ser admitidas. En la configu-

ración del poder judicial resultaría particularmente inconveniente insistir en la 

aplicación rigurosa del principio. En primer lugar, porque dadas las cualidades 

específicas que sus miembros deben poseer, la primera preocupación debe ser 

adoptar el sistema de selección que mejor escoja esas cualidades. En segun-

do lugar, porque la titularidad permanente de los cargos obtenidos mediante 
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nombramiento en dicho poder debe destruir inmediatamente todo vínculo de 

dependencia con la autoridad que los confiere. 

Es igualmente evidente que los miembros de cada poder del Estado debe-

rían depender lo menos posible de los demás en lo que toca a las remuneracio-

nes vinculadas a sus cargos. Si el magistrado del poder ejecutivo o los jueces no 

son independientes del legislativo en este aspecto, su independencia en todos 

los demás sentidos será meramente nominal. 

El gran resguardo contra la concentración gradual de facultades en un mis-

mo poder del Estado es entregar a quienes administran cada uno de los poderes 

los medios constitucionales necesarios, además de la motivación personal, para 

resistir la usurpación. Estos medios de defensa deben ser, tal como en todos los 

otros casos, proporcionales a los peligros del ataque. La ambición debe ser usa-

da para contrapesar otra ambición. Los intereses de la persona deben estar ali-

neados con los derechos constitucionales del cargo que ocupa. Alguien podría 

decir que la naturaleza humana es la culpable de la necesidad de todos estos me-

canismos de control contra los abusos del Estado. Pero ¿qué es el Estado, sino el 

mayor reflejo de la naturaleza humana? Si los hombres fueran ángeles, el Estado 

no sería necesario. Si los ángeles gobernaran a los hombres, no serían necesarios 

los controles externos ni internos al poder estatal. Pero al organizar un Estado 

que será administrado por seres humanos que ejercerán el poder sobre otros 

seres humanos, la gran dificultad consiste en esto: primero debes lograr que el 

Estado sea capaz de ejercer control sobre los gobernados. Y, luego, debes lograr 

que se controle a sí mismo. Hacer que el Estado dependa del pueblo es, sin 

duda, el principal mecanismo de control disponible; pero la experiencia le ha 

enseñado a la humanidad que son necesarias más precauciones. 

Esta técnica de suplir la falta de motivos más elevados mediante la oposi-

ción de intereses rivales puede ser observada a lo largo de todo el universo de 

asuntos humanos, tanto públicos como privados. Vemos su utilización particu-

larmente intensa en toda distribución de poderes subordinados, donde siempre 

se busca dividir y organizar los distintos cargos de tal manera que cada uno 

ejerza control sobre el otro, logrando así que el interés privado de cada indivi-

duo se convierta en el centinela de los derechos públicos. Y estas creaciones de 
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la prudencia no pueden faltar en la distribución de los poderes supremos del 

Estado. 

Pero no es posible dar a cada poder del Estado la misma capacidad de auto-

defensa. En un Gobierno republicano la autoridad del poder legislativo necesa-

riamente predomina. El remedio a este inconveniente es dividirlo en dos cuerpos 

distintos, distanciándolos entre sí, asignándoles formas de elección y principios 

de acción diferentes, tanto como la naturaleza de sus funciones comunes lo per-

mitan y su común dependencia de la sociedad lo admita. E incluso puede ser 

necesario protegerse de peligrosas usurpaciones mediante otros mecanismos. Tal 

como la fortaleza del poder legislativo exige dividirlo, la debilidad del ejecutivo 

demanda fortificarlo. Una capacidad de veto absoluto respecto al poder legisla-

tivo parece, a primera vista, la defensa obvia con la cual el ejecutivo debería ser 

reforzado. Pero quizás no resulta, al mismo tiempo, ni segura ni suficiente. En 

situaciones ordinarias, puede que no se le use con la suficiente firmeza. Y en situa-

ciones extraordinarias, su uso puede ser pérfidamente abusivo. Quizás es posible 

corregir este defecto del veto absoluto estableciendo un vínculo limitado entre 

el poder del Estado más débil y la parte más débil del poder más fuerte, de tal 

manera que este último apoye los derechos constitucionales del primero, pero sin 

alejarse demasiado de las facultades de su propio poder.

Si los principios a partir de los que realizo estas observaciones son justos, 

como creo que lo son, y ellas se aplican como criterio de evaluación tanto de 

las constituciones estatales como de la federal, se descubrirá que si la última no 

se ajusta perfectamente a ellos, las primeras se encuentran mucho más lejos de 

superar esta prueba. 

Hay todavía dos consideraciones especialmente aplicables al sistema federal 

estadounidense que permiten observar este sistema desde un punto de vista muy 

interesante. 

Primero. En una república unitaria, todo el poder cedido por el pueblo es re-

mitido a la administración del Estado, y las usurpaciones se evitan dividiendo ese 

Estado en diferentes poderes. En la república compuesta que es Estados Unidos, 

el poder cedido por el pueblo es primero dividido entre dos estructuras soberanas 

distintas y luego subdividido dentro de cada una en distintos poderes. Esto pro-
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duce un doble resguardo para los derechos del pueblo. Estas distintas estructuras 

soberanas se controlan entre sí al mismo tiempo que cada una se controla a sí 

misma. 

Segundo. Es de gran importancia para toda república no sólo proteger a la 

sociedad de la opresión de sus gobernantes, sino también defender a una parte de 

la sociedad de la opresión de la otra. Los diferentes grupos sociales necesariamen-

te tendrán intereses distintos. Si una mayoría se une por un interés común, los de-

rechos de la minoría se verán en riesgo. Y sólo existen dos métodos para enfrentar 

este mal: uno es crear una voluntad dentro de la comunidad que sea independien-

te de la mayoría, es decir, de la sociedad misma. Otro es que la sociedad abarque 

ciudadanos con características tan diversas que la posibilidad de configurar una 

mayoría injusta y desproporcionada se vuelva muy improbable, si es que no im-

posible. El primer método prevalece en los estados gobernados por una autoridad 

hereditaria o autodesignada, la cual provee una seguridad precaria, puesto que un 

poder independiente de la sociedad bien puede, si lo desea, adoptar los puntos 

de vista de una mayoría injusta en contra de los de una minoría justa. E incluso 

irse en contra de ambas. El segundo método puede ser ejemplificado a partir de 

la república de los Estados Unidos. Mientras en ella toda la autoridad procederá 

y dependerá de la sociedad, la sociedad como tal se encontrará dividida en tantas 

partes, intereses y grupos, que los derechos individuales, o de las minorías, no se 

encontrarán mayormente amenazados por las agrupaciones mayoritarias. En un 

Gobierno libre la seguridad de los derechos civiles debe ser similar a la de los dere-

chos religiosos. En el primer caso se trata de una pluralidad de intereses, mientras 

que en el segundo se trata de una pluralidad de cultos. El grado de seguridad 

dependerá en ambos casos de la cantidad de intereses y cultos que existan. Y esto 

muy probablemente depende de la extensión del país y de la cantidad de personas 

que habitan en un mismo Estado. Esta mirada del asunto debería persuadir a to-

dos los amigos sinceros y sensatos de las formas republicanas respecto de las ven-

tajas de un sistema federal en forma, ya que demuestra que cuanto más cerrados 

en sí mismos sean los estados o las confederaciones, mayor será la probabilidad 

de que se conformen en su interior mayorías opresivas. Y si eso pasara, el mayor 

resguardo que la república puede ofrecer para los derechos de todos los grupos 
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de la sociedad se vería debilitado, lo que exigiría aumentar proporcionalmente la 

inamovilidad e independencia de algunos de los miembros del Gobierno, pues 

ese sería el único otro resguardo disponible. La justicia es el objetivo de los go-

biernos. Es el fin de la asociación civil. Siempre ha sido y siempre será buscada 

hasta que sea conquistada o hasta que la libertad se pierda en ese esfuerzo. En una 

sociedad donde la facción más poderosa puede organizarse con facilidad para 

oprimir a la más débil, lo que reina realmente es la anarquía, tal como en el estado 

de naturaleza, donde los individuos más débiles no cuentan con seguridad alguna 

frente a la violencia de los fuertes. Pero tal como en el estado de naturaleza hasta 

los individuos más fuertes se ven inclinados, por la inseguridad de su situación, a 

someterse a un Estado que los proteja tanto como a los débiles, asimismo en una 

sociedad dominada sin contrapeso por la facción más poderosa, ésta terminaría 

prefiriendo, por las mismas razones, un orden institucional que la proteja tanto a 

ella como a la parte más débil. Es difícil dudar de que si el Estado de Rhode Island 

se separara de la confederación y se fuera por su lado, la seguridad de los derechos 

bajo una forma popular de Gobierno operando dentro de límites tan estrechos se 

vería violentada tantas veces por la opresión de mayorías facciosas, que algunos 

poderes totalmente independientes del pueblo serían pronto invocados por esas 

mismas facciones cuyo desorden los volvería necesarios. En cambio, en la exten-

sa república de los Estados Unidos, dada la gran variedad de intereses, grupos 

y cultos que abarca, una coalición socialmente mayoritaria difícilmente podría 

conformarse en torno a principios distintos de la justicia y el bien general. Y cuan-

to menos peligro representen las mayorías para las minorías, menos pretextos 

existirán para introducir en el Estado, con el pretexto de proteger a estas últimas, 

una voluntad soberana independiente de la propia sociedad. Así, a pesar de las 

opiniones en contra que hemos expuesto, sigue siendo tan cierto como impor-

tante el hecho de que cuanto más grande sea una sociedad, dentro de los límites 

de lo posible, más capaz será de ejercer el autogobierno. Y, afortunadamente para 

la causa republicana, esa esfera de lo posible puede ser extendida notablemente 

mediante una juiciosa modificación y combinación del principio federal. 

Publius 
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N°70
 CONTINUACIÓN DEL MISMO ASUNTO, CON RELACIÓN A 

LA UNIDAD DEL PODER EJECUTIVO Y AL PROYECTO PARA 
ESTABLECER UN CONSEJO EJECUTIVO. 

(Alexander Hamilton, publicado en el Independent Journal el 15 de marzo 

de 1788)

La idea de que un poder ejecutivo vigoroso es incompatible con el espíritu del 

Gobierno republicano cuenta con no pocos defensores. Las personas ilustradas 

que desean el éxito de esta forma de gobierno deben esperar que tal suposición 

resulte falsa, ya que no podrían admitir su verdad sin, al mismo tiempo, conde-

nar sus propios deseos. Un ejecutivo fuerte es una característica esencial en la 

definición de un buen Gobierno. Es fundamental para la protección de la co-

munidad contra los ataques extranjeros, para resguardar la aplicación de la ley, 

para defender la propiedad contra las asociaciones irregulares y abusivas que a 

veces interrumpen el curso normal de la ley, y para asegurar la libertad contra 

proyectos y asaltos nacidos de la ambición, la facción y la anarquía. Hasta el 

hombre más ignorante respecto a la historia de Roma sabe la regularidad con 

la que la república tuvo que buscar refugio bajo el poder absoluto de una sola 

persona, investida con el formidable título de “dictador”, para hacer frente a las 

intrigas de individuos ambiciosos que aspiraban a la tiranía, a la sedición de 

grupos sociales completos cuya conducta amenazaba la existencia de cualquier 

gobierno, y a las invasiones de enemigos externos que buscaban conquistar y 

destruir Roma. 

No hay necesidad, sin embargo, de multiplicar los argumentos o los ejem-

plos en este sentido. Un ejecutivo débil implica un ejercicio débil del Gobierno. 

Y el ejercicio débil del Gobierno es sólo un sinónimo de mal ejercicio del Go-

bierno. Todo Gobierno ejercido débilmente, cualquiera que sea su justificación 

teórica, será, en la práctica, un mal Gobierno. 

Asumiendo, entonces, que toda persona con sentido común estará de acuer-

do con la necesidad de un ejecutivo fuerte, sólo resta indagar en los ingredientes 

de su fortaleza, en cómo ellos pueden combinarse con los otros ingredientes que 
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resguardan el sentido republicano del Gobierno, y en cómo es que esta combi-

nación está presente en el proyecto constitucional de la Convención. 

Los ingredientes de la fortaleza del ejecutivo son: unidad, duración, recur-

sos adecuados y poderes suficientes. 

Los ingredientes que resguardan el sentido republicano de un Gobierno 

son la debida dependencia respecto al pueblo y la debida responsabilidad por 

sus actos. 

Aquellos políticos y estadistas que más han sido celebrados por la solidez 

de sus principios y la justicia de sus puntos de vista, han sido defensores de un 

ejecutivo único y un legislativo numeroso. Han considerado, muy justificada-

mente, a la energía como la cualidad más importante del primero, y han visto 

que ella logra realizarse mejor cuando ese poder se encuentra concentrado 

en un sólo punto. Al mismo tiempo, con igual justificación, han considerado 

al poder legislativo como más apto para la deliberación y la prudencia, y más 

adecuado para ganar la confianza del pueblo y asegurar sus prerrogativas e 

intereses. 

Que la unidad favorece la energía no será, probablemente, discutido. De-

cisión, laboriosidad, discreción y diligencia son atributos personales mucho 

más que colectivos. Y a medida que el número del colectivo aumenta, estos 

atributos disminuyen. 

Esta unidad puede ser destruida de dos maneras: poniendo el poder en 

manos de dos o más mandatarios con igual autoridad y dignidad, o poniéndolo 

en manos de una sola persona, pero sujeta, total o parcialmente, al control y 

colaboración de otros, investidos como consejeros. Un ejemplo de lo primero 

son los dos cónsules romanos. De lo segundo tenemos varios casos entre las 

distintas constituciones de los estados locales. Nueva York y Nueva Jersey, si 

mal no recuerdo, son los únicos estados que han confiado el poder ejecutivo a 

una sola persona83. Ambos métodos para destruir la unidad del ejecutivo tienen 

83	 Nueva York no tiene un Consejo, excepto para el exclusivo propósito de la designación de 
funcionarios. Nueva Jersey tiene un Consejo que puede ser consultado por el gobernador, 
pero me parece que, de acuerdo con su Constitución, las resoluciones de ese Consejo no son 
vinculantes para el gobernador. 
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sus promotores, pero los partidarios de un Consejo Ejecutivo son los más 

numerosos. Ambas formas, en todo caso, están sujetas a las mismas objeciones, 

por lo que pueden ser evaluadas en conjunto desde casi todas las perspectivas. 

La experiencia de otras naciones resulta poco instructiva sobre este asun-

to. Pero si algo nos enseña es a no ilusionarnos con la pluralidad del poder eje-

cutivo. Hemos visto que los aqueos, luego de experimentar con dos pretores, 

se vieron obligados a mantener sólo a uno. La historia romana registra muchos 

casos en que la república se vio dañada por los conflictos entre los cónsules o 

entre los tribunos militares que a veces los sustituyeron. Pero no nos entrega 

un sólo ejemplo de alguna ventaja pública derivada de la pluralidad de man-

datarios. Que los desacuerdos entre ellos no hayan sido más comunes o más 

fatales resulta sorpresivo, hasta que advertimos las peculiares circunstancias en 

que se encontraba constantemente la república, y la prudente política forzada 

por esas circunstancias, promovida por los cónsules, de dividir el Gobierno en-

tre ellos. Los patricios se encontraban en constante conflicto con los plebeyos 

para preservar su autoridad y privilegios. Los cónsules, normalmente patri-

cios, generalmente actuaron unidos por el interés personal de conservar dichos 

privilegios. Y, además de este factor de unidad, luego de que las armas de la 

república hubieron expandido notablemente los límites del imperio, se volvió 

costumbre que los cónsules se dividieran la administración de ese imperio en 

porciones. Uno se quedaba en Roma gobernando la ciudad y sus alrededores, 

y el otro dirigía las provincias más distantes. Este hecho, sin duda, influyó en 

evitar aquellos choques y rivalidades que podrían, en otro caso, haber compli-

cado a la República. 

Pero, dejando de lado la débil luz que en este caso nos ofrece la investiga-

ción histórica, y guiándonos únicamente por los dictados de la razón y el buen 

sentido, encontraremos muchas más razones para rechazar que para aprobar 

la pluralidad en el poder ejecutivo, cualquiera que sea la forma que ésta adopte. 

Siempre que dos personas o más se comprometen en una causa o desafío 

común, existe el peligro de que emerjan diferencias de opinión. Si se trata de 

una función o cargo público en la cual se encuentran investidos con la misma 

autoridad, existe un serio riesgo de disputa e incluso de enemistad personal. 
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Por cualquiera de estas razones, o por todas ellas, los disensos más fuertes pue-

den emerger. Cuando esto pasa, la función o cargo pierde respetabilidad, su 

autoridad se debilita y se entorpecen los planes y operaciones de las personas 

que dirigen. Si el infortunio hiciera que estos males asaltaran al supremo poder 

ejecutivo de un país, consistente en una pluralidad de personas, se podrían ver 

impedidas o frustradas las medidas más importantes del Gobierno durante 

los momentos más críticos para el Estado. Y, lo que es peor, se podría dividir 

la comunidad en facciones violentas e irreconciliables, leales a los diferentes 

individuos que compongan el ejecutivo. 

Las personas muchas veces se oponen a una idea sólo porque no fueron parte 

de su diseño o porque ella fue concebida por personas que no son de su agrado. 

Pero si han sido consultadas al respecto, y han desaprobado la propuesta, enton-

ces oponerse a ella se vuelve, a sus ojos, un asunto de orgullo personal. Parecen 

creerse obligadas por su honor, y motivadas por la ilusión de infalibilidad perso-

nal, a evitar el éxito de lo que fue decidido en contra de sus sentimientos. Quienes 

tienen un temperamento recto y templado muchas veces terminan viendo con 

horror los extremos desesperados a los que esta actitud conduce, y la regularidad 

con la cual los grandes intereses de la sociedad son sacrificados a la vanidad, la 

arrogancia y la obstinación de individuos que tienen la influencia suficiente como 

para conseguir que la humanidad preste atención a sus caprichos y pasiones. Y no 

sería raro que aquello que ahora discutimos nos entregue tristes pruebas de los 

efectos de esta debilidad despreciable o, más bien, vicio detestable, que anida en 

el carácter humano. 

Bajo los principios de un Gobierno libre, no hay más remedio que aceptar 

que los inconvenientes derivados del mal recién expuesto se harán presentes 

dentro del poder legislativo. Pero es innecesario y, por tanto, insensato, intro-

ducirlos dentro del poder ejecutivo. Y también es ahí donde pueden resultar 

más dañinos. La prontitud para decidir es más mala que buena a nivel legis-

lativo. Las diferencias de opinión y las discordancias entre partidos dentro de 

esa rama del Gobierno, aunque a veces pueden obstruir proyectos razonables, 

normalmente promueven la deliberación y la prudencia, además de servir para 

contrarrestar los excesos de las mayorías. También ocurre que una vez que se 
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ha resuelto algo, dicha oposición debe cesar, ya que la resolución es ahora una 

ley y resistirse a ella es punible. Pero ninguna circunstancia favorable disminuye 

o expía los males del disenso al interior del poder ejecutivo. Estos brotan aquí 

puros y sin contrapeso. No hay un punto en el que dejen de operar. Tuercen y 

debilitan la ejecución de cualquier diseño o medida que tocan, desde el primer 

paso hasta el último. Contrarrestan en todo momento cada una de las cualidades 

más importantes y necesarias del ejecutivo: el vigor y la diligencia. Y no ofrecen a 

cambio ningún contrapeso beneficioso. En medio de la guerra, cuando la energía 

del ejecutivo es el bastión de la seguridad nacional, todo podría verse amenazado 

por su pluralidad. 

Debe reconocerse que estas observaciones pesan especialmente sobre el 

caso de un ejecutivo compuesto por una pluralidad de mandatarios con igual 

dignidad y autoridad, que no es el que tiene entre nosotros más apoyo. Pero 

igual valen, con una fuerza considerable, aunque no equivalente, para el caso 

de un Consejo cuya concurrencia sea constitucionalmente necesaria para las 

operaciones del ejecutivo visible. Una intriga astuta dentro de ese Consejo se-

ría capaz de distraer y debilitar todo el sistema administrativo. Y si no existie-

ra tal intriga, bastaría la mera diversidad de opiniones y puntos de vista para 

imprimir en el ejercicio de la autoridad ejecutiva un espíritu de debilidad 

constante y lentitud. 

Pero una de las objeciones de mayor peso a la pluralidad del ejecutivo, 

y que pesa lo mismo contra cualquiera de sus configuraciones, es que tiende 

a encubrir sus errores y a destruir la responsabilidad. La responsabilidad se 

vuelve efectiva de dos formas: el reproche y el castigo. La primera es la más 

importante de las dos, especialmente cuando se trata de un cargo electivo. 

Las personas puestas en cargos públicos tenderán mucho más a caer en con-

ductas que los hagan indignos de la confianza pública, antes que en aquellas 

que los expongan al castigo legal. Pero la multiplicación del ejecutivo hace 

difícil la identificación en cualquiera de los dos casos. Muchas veces se vuelve 

imposible determinar, en medio de acusaciones recíprocas, en quién debería 

recaer la culpa o el castigo por una medida perniciosa, o por una serie de ellas. 

La responsabilidad es traspasada entre unos y otros con tanta destreza y con 
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razones tan plausibles que la opinión pública queda en suspenso respecto al 

verdadero autor. Los factores que pueden haber llevado a cualquier proble-

ma o infortunio nacional son muchas veces tan complicados que, si existe 

un conjunto de actores que pueden haber tenido distintos grados y tipos de 

responsabilidad, a pesar de que podamos juzgar que en general hubo un mal 

manejo, resultará imposible pronunciarse respecto a quién deberá responder 

exactamente por los males producidos. 

“Fui desautorizado por mi Consejo. El Consejo estaba tan dividido en 

sus opiniones, que fue imposible responder mejor a este asunto”. Estos y otros 

pretextos similares estarán siempre a mano, sean falsos o verdaderos. Y proba-

blemente nadie se dé al odioso trabajo de escrutar rigurosamente los caminos 

secretos que siguió tal o cual negociación. Ante la eventual colusión entre las 

partes interesadas, y considerando lo fácil que es cubrir de ambigüedad los 

hechos, es probable que no haya ningún ciudadano dispuesto a tomar en sus 

manos la poco prometedora tarea de tratar de determinar la conducta precisa 

de cada uno de los involucrados. 

En el único ámbito en que el gobernador de este Estado actúa en colabo-

ración con un Consejo, es decir, en la designación de funcionarios, hemos vis-

to los daños generados de la forma antes descrita. Se han hecho nombramien-

tos escandalosos en importantes cargos. Algunos casos han sido, de hecho, tan 

flagrantes, que todos los partidos han estado de acuerdo en considerarlos 

inapropiados. Y cuando se han iniciado investigaciones, el gobernador siem-

pre ha culpado a los miembros del Consejo, quienes, a su vez, lo han culpado 

a él. En tanto, el pueblo no tiene cómo dirimir quién es el responsable de que 

sus intereses hayan sido puestos en manos tan evidentemente inapropiadas. 

Por consideración con los involucrados, me abstendré de entrar en más de-

talles. 

Resulta evidente, a partir de lo dicho, que la pluralidad del ejecutivo 

tiende a privar al pueblo de dos grandes resguardos para el ejercicio fiel de 

cualquier poder delegado. Primero. Del contrapeso de la opinión pública, que 

pierde su eficacia debido a la división del reproche por una mala política entre 

varios actores y a la incertidumbre respecto a sobre quién debe recaer finalmente 
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dicho reproche. Segundo. De la posibilidad de descubrir con facilidad y claridad la 

conducta indebida de los dignatarios, tanto para removerlos de sus cargos como 

para que sean castigados por la ley, en los casos que así lo exijan. 

En Inglaterra, el Rey es un dignatario perpetuo, y en beneficio de la paz 

pública ha prevalecido el principio de que no es imputable por los actos de su 

administración y que su persona es sagrada. Nada, por tanto, puede ser más 

sabio en ese reino que anexar un consejo constitucional al Rey cuyos miembros 

puedan ser responsabilizados ante la nación por los consejos entregados. Sin ese 

consejo, no existiría responsabilidad alguna por parte del poder ejecutivo, una 

idea inadmisible para un Gobierno libre. Pero incluso allá el Rey no está sujeto 

a las resoluciones de su Consejo, a pesar de que sus miembros sean responsables 

por los Consejos que dan. Él es el amo absoluto de su propia conducta ejercien-

do su cargo, y puede tomar o dejar de lado a gusto los consejos que le den. 

En una república, en cambio, donde cada funcionario debe ser respon-

sable de su comportamiento en el cargo, la razón que en Gran Bretaña justi-

fica la existencia de un Consejo no sólo no aplica, sino que resulta contraria 

a la institución misma. En la monarquía británica el Consejo opera como un 

sustituto de la responsabilidad que el Rey no tiene, funcionando hasta cierto 

punto como un rehén entregado a la justicia nacional como garantía del buen 

comportamiento real. En la república americana serviría para destruir o dismi-

nuir enormemente la responsabilidad prevista y necesaria por parte del primer 

mandatario. 

La idea de un Consejo para el ejecutivo, que tanto eco ha tenido en las 

constituciones de los estados locales, ha sido derivada de la máxima del celo 

republicano que establece que el poder se encuentra más seguro depositado en 

varias personas, en vez de en una sola. Si se admite que esta máxima resulta apli-

cable para este caso, yo respondería que las ventajas obtenidas en ese sentido se 

ven sobrepasadas ampliamente por las desventajas. Pero no creo que tal máxi-

ma sea en sentido alguno aplicable al poder ejecutivo. Y me remito sin reservas 

en esto a las palabras del escritor que el célebre Junio calificó como “profundo, 

sólido e ingenioso”, cuando dijo que “es más fácil contener al poder ejecutivo 
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cuando se concentra en uno”84. Esto es porque es más efectivo que todo el celo 

y la vigilancia del pueblo se concentre en un sólo punto, por lo que la multipli-

cación del ejecutivo es más peligrosa que amistosa para la libertad. 

Un poco de atención puesta sobre el asunto terminará de convencernos de 

que los resguardos esperados por la multiplicación del ejecutivo son inalcanza-

bles por esa vía. Los números deben ser tan grandes como para hacer difíciles 

las colusiones, o de lo contrario se convierten en una fuente de peligro más que 

de seguridad. La influencia y credibilidad de varios individuos unidos resulta 

más amenazante para la libertad que la de cualquiera de ellos por separado. En-

tonces, cuando el poder es puesto en las manos de un número tan pequeño de 

individuos como para permitir que sus intereses y puntos de vista sean aunados 

fácilmente por un liderazgo hábil en función de un objetivo común, se vuelve 

más probable que ese poder sea utilizado de manera abusiva, y más peligroso su 

abuso, que cuando es depositado en las manos de una sola persona. Ésta última, 

por ser sólo una, será vigilada más de cerca y levantará sospechas más rápida-

mente, además de ser incapaz de acumular una influencia tan grande como 

la que podría obtener si estuviera asociada con otros. Los decenviros roma-

nos, cuyo nombre denota su número85, eran más temibles en su capacidad de 

usurpación que lo que hubiera sido cualquiera de ellos por separado. Nadie 

pensaría en proponer un ejecutivo mucho más numeroso que ese: entre media 

y una docena han sido los números sugeridos para el Consejo. La magnitud de 

estos números no impide una fácil colusión, y América tiene mucho más que 

temer de esa colusión que de la ambición de una sola persona. Un Consejo 

atado a un mandatario que es, él mismo, responsable de sus actos, será general-

mente un obstáculo para sus buenas intenciones, muchas veces un instrumento 

y un cómplice para las malas, y casi siempre un manto encubridor de sus faltas. 

Me abstendré de explayarme en torno al costo económico, aunque me pa-

rece evidente que si el Consejo tuviera que ser lo suficientemente numeroso 

como para satisfacer el objetivo principal de la Constitución, los salarios de 

84	 De Lolme. (Jean Louis De Lolme, The constitution of England, Londres: 1775). [N. del T.]).

85	 Diez. 
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esos miembros, que tendrían que ser llevados desde sus hogares a residir en la 

sede del Gobierno, conformarían una partida de gastos demasiado grande para 

financiar un objetivo de tan dudosa utilidad. 

Finalmente, sólo quisiera añadir que antes de que apareciera este proyecto 

constitucional, rara vez me encontré con una persona inteligente, proveniente 

de cualquiera de los estados, que no admitiera como un hecho probado por la 

experiencia que la unidad del ejecutivo de este Estado era una de las mejores 

características distintivas de nuestra Constitución. 

Publius

N°71
 CONTINUACIÓN DEL MISMO ASUNTO, CON RELACIÓN A LA 

DURACIÓN DEL MANDATO PRESIDENCIAL

(Alexander Hamilton, publicado en el New York Packet el 18 de marzo 

de 1788)

La duración del mandato presidencial ha sido mencionada como el segundo re-

quisito para tener un ejecutivo fuerte. Esto tiene que ver con dos factores: de la 

certidumbre personal del primer mandatario respecto al uso de sus poderes cons-

titucionales y de la estabilidad del régimen administrativo que puede haber sido 

establecido bajo su mandato. Con relación a lo primero, debería resultar evidente 

que cuanto más larga sea la duración del mandato, mayor es la probabilidad de 

cumplir ese requisito. La naturaleza humana nos muestra que una persona se 

interesará en lo que sea que posea en proporción a la solidez o precariedad del 

título por medio del cual detente ese objeto. Estará menos interesada en lo que 

posea mediante un título momentáneo o incierto, y más por lo que disfrute bajo 

un título duradero o cierto. Y estará dispuesta a tomar más riesgos por esto últi-

mo, que por lo otro. Esta máxima se aplica por igual tanto a los derechos, honores 

y responsabilidades políticas como a cualquier cosa común y corriente. De esto 

se sigue que si el individuo que ocupe el cargo de primer mandatario sabe que, 

en un corto plazo, deberá dejar ese puesto, probablemente se sentirá muy poco 


